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RESUMEN: Las democracias liberales aspiran a proporcionar altos estándares 
de bienestar a sus ciudadanos y a aparecer frente a estos como sistemas 
representativos consolidados y con calidad democrática. Para ello, y cada vez 
con creciente importancia por los efectos de la globalización, la lucha contra la 
desigualdad emerge como elemento substancial e integrador de los Estados de 
Bienestar. Para fortalecer la igualdad, o la tendencia a ella, resultan esenciales 
las políticas públicas dirigidas al bienestar. En el presente estudio indagaremos 
en los conceptos de Estado de Bienestar, desigualdad y calidad democrática con 
el objeto de examinar las motivaciones que subyacen en los poderes públicos a 
la hora de adoptar ciertas políticas. Emplearemos el método deductivo aplicado 
a las ciencias sociales y el abordaje cualitativo, con formulación de dos hipótesis, 
con el propósito de identificar las razones que inspiran a las políticas públicas en 
general y a las políticas sociales en particular.

PALABRAS CLAVE: Estado de Bienestar • Políticas sociales • Desigualdad                                        
• Redistribución • Decisión política. 
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Estado de Bem-estar, desigualdade e qualidade democrática: análise das motivações 

atrás das políticas públicas

SUMÁRIO: 1 Introdução • 2 Enquadramento metodológico • 3 Contextualização teórica: Estado 
Social e qualidade democrática • 4 Discussão: políticas sociais contra a desigualdade, bem-estar 
e democracia avançada • 5 Conclusão • 6 Referências.

RESUMO: As democracias liberais aspiram proporcionar elevados padrões de                                   
bem-estar aos seus cidadãos e aparecer como sistemas representativos consolidados, 
com qualidade democrática. Para tal, e com importância crescente devido aos efeitos 
da globalização, o combate à desigualdade surge como elemento substancial e 
integrador dos Estados de bem-estar. Para fortalecer a igualdade, ou a tendência 
para ela, são essenciais políticas públicas voltadas para o bem-estar. Neste estudo, 
investigaremos os conceitos de Estado de bem-estar social, desigualdade e qualidade 
democrática, para examinar as motivações que fundamentam os poderes públicos 
na adoção de determinadas políticas. Utilizaremos o método dedutivo aplicado às 
ciências sociais e a abordagem qualitativa, com a formulação de duas hipóteses, 
com o propósito de identificar os motivos que inspiram as políticas públicas em 
geral e as políticas sociais em particular.

PALAVRAS-CHAVE: Estado de bem-estar • Políticas sociais • Desigualdade                             
• Redistribuição • Decisão política. 
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Welfare State, inequality and democratic quality: analysis of the motivations 

behind public policies

CONTENTS: 1 Introduction • 2 Methodological framework • 3 Theoretical contextualization: 
Welfare State and democratic quality • 4 Discussion: social policies against inequality, well-being 
and advanced democracy • 5 Conclusion • 6 References.

ABSTRACT: Liberal democracies aspire to provide high standards of well-being to 
their citizens and to appear to them as consolidated representative systems with 
democratic quality. To this end, and with increasing importance due to the effects of 
globalization, the fight against inequality emerges as a substantial and integrating 
element of Welfare States. To strengthen equality or the tendency towards it, public 
policies aimed at well-being are essential. In this study we will investigate the 
concepts of: Welfare State, inequality and democratic quality, with the purpose of 
examining the motivations that underlie public powers when adopting certain 
policies. We will use the deductive method applied to social sciences and the 
qualitative approach, to formulate two hypotheses, in order to identify the reasons 
that inspire public policies in general and social policies in particular.

KEYWORDS: Welfare State • Social policies • Inequality • Redistribution                            
• Political decision.
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1 Introducción

Para iniciar este análisis partamos de un hecho, tal y como exhortaba Russell 
(1959)1. El 10 de junio de 2020 el Congreso de los Diputados español convalidó 

por unanimidad –y por tanto otorgó categoría definitiva de norma con rango de 
Ley– el decreto gubernativo que recogía el derecho al ingreso mínimo vital2. Se 
consagraba normativamente una política pública, de enorme impacto social, que 
tenía su origen en la Estrategia Nacional de Prevención y Lucha contra la Pobreza y la 
Exclusión Social 2019-2023, acordada por el Gobierno español en 2019, programa 
que, en coordinación con otras políticas europeas identificaba la reducción de la 
desigualdad de rentas como uno de los principales retos de las sociedades europeas.

Como indica el preámbulo de la Ley del ingreso mínimo vital (en adelante IMV) 
se crea una prestación con el objetivo principal de garantizar la participación plena 
de toda la ciudadanía en la vida social y económica, a través de la satisfacción de 
unas condiciones materiales mínimas. Del propio texto se extrae que la prestación 
económica, que se otorgará a todas las personas que cumplan los requisitos exigidos 
por la norma, es un medio para alcanzar el fin de la inclusión social. Los elementos 
que lo diferencian de otras políticas meramente asistenciales son que el IMV se 
configura como un derecho subjetivo que garantiza un nivel mínimo de renta a 
quienes se encuentren en situación de vulnerabilidad económica (art. 2.1. Ley IMV) 
sin dirigirse a grupos o individuos concretos, sino que protege de forma estructural a 
la sociedad en su conjunto (Preámbulo Ley IMV) y que persigue no sólo otorgar una 
ayuda económica sino garantizar, así mismo, una mejora de oportunidades reales de 
inclusión social y laboral (art. 2.1. Ley IMV).

Hasta aquí los hechos. Siguiendo a Russell (1959) vayamos ahora en busca de 
la verdad que los hechos revelan. ¿Por qué las instituciones políticas españolas 
aprobaron a finales del 2021 esa renta básica de ciudadanía? ¿Por qué no lo hicieron 
en el 2004 cuando entró un gobierno marcadamente progresista -con hitos políticos 
incuestionables como la igualdad de género, el matrimonio de personas del mismo 

1 “Cuando estés estudiando cualquier tema o considerando cualquier filosofía pregúntate a ti mismo 
únicamente cuales son los hechos y cuál es la verdad que los hechos revelan, nunca te dejes desviar 
por lo que deseas creer o por lo que consideras que sería beneficioso (...)” (trad. Propia). Extracto de la 
entrevista a Bertrand Russell en la BBC -British Broadcasting Corporation- Face to Face, 4 de marzo de 1959. 

2 La norma fue posteriormente tramitada como Ley y aprobada definitivamente por el Congreso                                 
el 16.12.2021, publicada el 21.12.2021 como Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el 
ingreso mínimo vital, entrando en vigor el 1.01.2022.
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sexo o la ley del aborto-, o en 2009 cuando llegó a España el fuerte invierno de la 
crisis económica mundial del 2008?

La reflexión lleva a cuestionar lo siguiente, si la renta mínima se sancionó en 
2021 porque la crisis del COVID provocó un incremento desmesurado de la pobreza, 
lo cierto es que la crisis financiera de 2008 provocó más pobreza y más profunda 
que la crisis sanitaria. Mientras aquella provocó un aumento de la pobreza y la 
exclusión social de hasta un 27,5% (Llano-Ortiz, 2012, p. 5; Gobierno de España, 
2019, p. 7)3, la crisis del COVID supuso un incremento, en el año 2021, de sólo el 
2,96% conforme a los mismo parámetros e indicadores, disminuyendo ya un –6,48% 
en 2022 (Llano-Ortiz, 2024, p. 4)4. Si el IMV se aprobó hace menos de tres años y 
no hace quince porque entonces el Estado no disponía de los recursos económicos 
para pagar esa prestación, la realidad es que el PIB español -y con él los ingresos 
fiscales- cayó un 11,2%, mientras que, en el peor año de la crisis financiera, 2009, 
el PIB disminuyó sólo un 3,8% (Instituto Nacional de Estadística, 2024), lo que 
revela que había muchos menos recursos para afrontar la creación del IMV en 2021 
que en 2010. Y si no se aprobó en otro momento por una ausencia de mayorías 
parlamentarias, resulta difícilmente discutible el hecho de que dichos apoyos se 
hubiesen conseguido igualmente con la voluntad política necesaria ya que todos los 
grupos políticos parlamentarios votaron a favor del IMV en 2021 con la abstención 
de un único grupo que era la cuarta fuerza en el Congreso.  

En vista de lo anteriormente argumentado, el objeto principal de este artículo 
se centra en examinar las motivaciones de las decisiones políticas que instituyen las 
principales políticas sociales de los denominados Estados de Bienestar, con énfasis 
en el modelo mediterráneo, a través de la revisión y reflexión de tres ejemplos de 
políticas públicas de redistribución de la riqueza con gran potencial de impacto en 
la configuración del bienestar.

Por su parte, el objetivo de este estudio será identificar el sustrato inspirador 
de las políticas sociales de las democracias liberales y teorizar sobre los valores 
y principios que, como estados con responsabilidad social conforme al mandato 

3 Datos conforme al indicador AROPE (At Risk of Poverty and/or Exclusion): incremento de la pobreza y 
exclusión social desde el 22,9% de la población en 2008 a un 27% en 2011 y hasta un 29,2% en 2014 —lo 
que supuso un incremento de un 17,9% en los peores años de la crisis financiera y hasta un 27,5%, de 
aumento, en 2014 respecto del año 2008.

4 Datos conforme al indicador AROPE mencionado: tasa de pobreza y exclusión social en 2020 del 27%, 
en 2021 del 27,8% y en 2022 ya un 26%.
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de sus constituciones, de la Carta Europea de Derechos Fundamentales (vinculante 
desde 2009), de la Carta Social Europea (1961, revisada en 1996), deben regir la 
elaboración de estas políticas públicas en los Estados de Bienestar que se precien 
de serlo. Como objetivo intrínsecamente relacionado al anterior nos planteamos 
también teorizar sobre la correcta relación entre la legitimidad democrática y el 
bienestar surgido de la lucha contra la desigualdad.

Para ello plantearemos un estudio dividido en cinco apartados. Después de esta 
introducción fijaremos el protocolo metodológico de investigación, a continuación 
desarrollaremos el marco teórico alrededor de la conceptualización de los Estados 
de Bienestar y de las políticas públicas que los definen y dirigen. El centro del 
análisis se desarrollará en un cuarto apartado acerca de la fundamentalidad de 
la lucha contra la desigualdad de cualquier Estado social y su inevitable relación 
con la calidad democrática de éste. Finalmente concluiremos reflexionando sobre 
la refutación o verificación de las hipótesis propuestas y de las cuestiones de 
investigación planteadas.

2 Marco metodológico

Volvamos a la reflexión introductoria. Retomemos las preguntas acerca de 
porqué el IMV se aprobó en 2021 y no en otro momento. Los estudios anteriores 
a dicha aprobación exponen diferentes argumentos utilizados por los gobiernos 
españoles, de uno u otro signo político, para no haber instituido una renta básica 
hasta la fecha indicada. En todos ellos se rebaten las dos principales dificultades 
argüidas por el decisor político, la viabilidad política y la viabilidad económica como 
dificultades insuperables (entre otros estudios Pinilla, 2004 y 2006; Pisarello y De 
Cabo, 2006; Noguera, 2010; Tena-Camporesi, 2018; Gorjón, 2019; Rey-Pérez, 2020). 
Sin embargo, ya hemos razonado que las principales justificaciones del decisor 
político son fácilmente rebatibles una vez constatada la aprobación definitiva del 
ingreso mínimo vital: desde el despegue económico de la globalización siempre ha 
habido capacidad económica para implementar una renta básica en las democracias 
socio-liberales; desde la imposición de la globalización económica siempre ha 
habido desigualdad y pobreza suficiente para justificar su aprobación; y siempre se 
han podido conseguir los acuerdos políticos y parlamentarios necesarios para su 
instauración. ¿Por qué no se ha hecho antes entonces?

La respuesta a esta cuestión constituye la primera hipótesis del trabajo. No se 
ha aprobado antes y sí en 2021 por motivos ideológicos. Enunciada con aspiración 



Estado de Bienestar, desigualdad y calidad democrática

Revista Jurídica da Presidência    Brasília    v. 26 n. 139    Maio/Ago. 2024    p. 288-319

294

http://dx.doi.org/10.20499/2236-3645.RJP2024v26e139-3197

científica, la hipótesis de este trabajo es que la desigualdad, que genera una pobreza 
estructural y perenne, y que persiste en, prácticamente, todos los países del mundo, 
es una opción ideológica y las democracias socio-liberales tienen la culpa y la 
responsabilidad de hacer políticas para su eliminación. La motivación ideológica de 
las políticas económicas es una teoría que ya ha sido mantenida por Piketty (2019). 
Con intenciones mucho más modestas, pretendemos aquí razonar tal motivación 
no sólo en las decisiones económicas sino también en las relativas a las políticas 
sociales y en la configuración de las estructuras públicas de igualdad.

En estrecha relación con dicha hipótesis, formulamos una segunda que 
envuelve, así mismo, el objeto de este estudio que se centra en el bienestar y la 
calidad democrática de los Estados sociales contemporáneos: el bienestar de las 
sociedades y su calidad democrática es directamente proporcional al nivel de 
desigualdad presente en ellas.

De esta forma, proponemos como teoría inicial o indiciaria que la desigualdad 
constituye un elemento substancial directamente relacionado con el bienestar y 
la democracia: a menor desigualdad mayor bienestar y democracia cualitativa, a  
mayor desigualdad menor prosperidad y aptitud democrática.

Por su parte, los ejemplos de políticas públicas que se analizarán no forman 
parte de un estudio empírico ni de estudios de caso, sino que constituyen elementos 
justificativos para la enunciación y razonamiento de las hipótesis. La confirmación o 
refutación de éstas constituirá un ejercicio analítico teórico y no empírico. 

Para transitar entre las hipótesis de investigación y los objetivos propuestos en 
la investigación –identificar el sustrato inspirador de las políticas sociales de las 
democracias liberales del Sur de Europa y teorizar sobre los valores y principios que 
deben regir la elaboración de estas políticas públicas en los Estados de Bienestar 
avanzados– nos serviremos del método hipotético deductivo con un abordaje 
eminentemente cualitativo. Dicho método combina la deducción –método lógico de 
inferencias a manera de conclusiones dentro de un razonamiento formalizado (Copi, 
1962, p. 129)–, con el planteamiento hipotético, con la finalidad de construir o destruir 
teorías entendidas como un sistema de hipótesis confirmadas (Bunge, 2007, p. 97). De 
acuerdo con el método hipotético-deductivo, la lógica de la investigación científica 
se basa en la formulación de una ley universal y en el establecimiento de condiciones 
iniciales relevantes que constituyen la premisa básica para la construcción de 
teorías. Dicha premisa universal se deriva de especulaciones o conjeturas más 
que de consideraciones inductivistas (Hernández-Chanto, 2008, p. 186). En nuestro 
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caso, la proposición universal de nuestro estudio está formada por los principios 
de actuación del poder político sobre la base de los criterios constitucionales y 
axiológicos que deben regir el Estado Social y Democrático de Derecho y que se 
elevan como normas y valores generales en las democracias liberales avanzadas. 
Sobre esas premisas inferiremos y comprobaremos su cumplimiento, sobre la base 
del razonamiento deductivo teórico, en las decisiones sobre políticas públicas de los 
Estados de Bienestar.

Respecto del enfoque cualitativo, éste tiende a enfatizar los aspectos dinámicos, 
holísticos e individuales de la experiencia humana, e intenta capturar esos 
aspectos en su totalidad dentro del contexto de quienes los están experimentando 
(Silverman, 2000). Desde un aspecto teleológico, la investigación cualitativa no 
pretende predecir ni controlar, sino más bien describir y comprender. Este enfoque 
de investigación se utiliza, a menudo, cuando, como en el presente caso, las variables 
no pueden ser identificadas con facilidad, no hay teorías disponibles para explicar el 
comportamiento de los participantes y, por lo tanto, necesitan ser desarrolladas. Tal 
es la situación del estudio que se desarrolla en este texto. Este paradigma también 
resulta especialmente aplicable en los casos en que se desconoce buena parte 
de un fenómeno o cuando las teorías presentes necesitan ser revisadas (Morse;  
Field, 1996). En contra de este enfoque, los métodos aplicados en la investigación 
cualitativa han sido criticados por proporcionar evidencia meramente descriptiva 
y anecdótica (Vivar et al., 2013), sin embargo, yendo más allá de esa función 
descriptiva, la orientación cualitativa nos servirá, en la presente investigación,                                                                 
para desarrollar una profunda reflexión crítica. 

3 Contextualización teórica: Estado de Bienestar y calidad democrática

La investigación que pretendemos desarrollar se asienta en dos elementos 
teóricos fundamentales, en relación a los cuales construiremos el análisis de la 
motivación política y la desigualdad iniciado con las hipótesis. 

El Estado de Bienestar fue un proceso que promovió el mayor grado de 
desarrollo socioeconómico de la Historia, si entendemos como tal los avances 
conseguidos respecto de la calidad de vida de la mayor parte de la ciudadanía y un 
progreso económico sostenido que favoreció el logro de unos estándares mínimos 
de calidad de vida para toda la población en las sociedades donde fue implantado 
(Fernández-Álvarez, 2018). Más modestamente, Del Pino y Rubio-Lara (2013, p. 23) 
consideran que es uno de los logros más significativos de los Estados modernos por 
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su capacidad de proteger a los ciudadanos contra la pobreza cuando se encuentran 
en situaciones de riesgo.

Sea como fuere, la configuración originaria del Estado de Bienestar nace, ya 
en los primeros años de postguerra, vinculada al concepto de ciudadanía perfilado 
por Marshall en la célebre conferencia pronunciada en 1949. Para el sociólogo 
inglés, la ciudadanía conforma un estatus de pleno derecho de los miembros 
de una comunidad y estaría integrada por tres ámbitos sustanciales –el civil, el 
político y el social–, de los cuales el tercero constituye el novedoso y determinante 
elemento que, completando a las anteriores construcciones teóricas sobre la 
ciudadanía, viene a aportar el sustento básico de los Estados sociales (Marshall, 
1997, p. 302). Así, además de los derechos para asegurar la libertad individual                                                                                        
de las personas y el derecho de participación en el ejercicio del poder, el 
componente social de la ciudadanía integraría aquellos derechos que abastecen 
un mínimo de bienestar económico y de seguridad, elementos que irían vinculados 
a los patrones prevalecientes en cada sociedad. Por ello no es casual que Marshall 
colocase el principio de igualdad como medidor del cumplimiento de tales derechos 
ciudadanos. Respecto del ámbito civil de la ciudadanía, resulta consustancial 
el derecho a defender, en términos igualitarios, con los otros miembros de 
la colectividad, todos los derechos en cuestión. En la esfera política resalta su 
insistencia en la igualdad de la participación en la toma de decisiones, en función 
de las condiciones institucionales democráticas. Finalmente, el elemento social 
supone una responsabilidad pública sobre el bienestar de las personas que debe 
asegurar unas condiciones mínimas iguales para sus ciudadanos.

Briggs, autor ineludible en la representación teórica de este nuevo modelo, define 
el Estado de Bienestar –Welfare State– como aquél en el que el poder organizado es 
utilizado deliberadamente, a través de la política y de la administración, para modificar 
el papel del mercado al menos en tres direcciones: garantizando rendimientos 
individuales y familiares mínimos con independencia del valor de mercado, de su trabajo 
o de propiedades; segundo, limitando la extensión de la inseguridad de las personas y 
familias para el supuesto de ciertas contingencias como la enfermedad, la jubilación 
o el desempleo; y, tercero, asegurando a todos los ciudadanos, con independencia 
de su status o clase social, los mejores estándares disponibles de servicios sociales 
dentro de los límites que se consideran social e históricamente aceptados. En esta 
conceptualización las dos primeras características corresponden a estándares mínimos 
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y pueden ser entendidos como servicios sociales del Estado, mientras que la tercera 
serviría para precisar un Estado social óptimo (Briggs, 1961, p. 226-227). 

Por su parte, Anisi entendió que el Estado de Bienestar es un tipo de acuerdo 
social por el que se establece un reparto más equitativo de los beneficios y de 
la riqueza entre toda la población con el objetivo de evitar un malestar social, 
que fue el que derivó en la Gran Guerra (Anisi, 1995). Se percibe en su concepto 
un fuerte componente rawlsiano. Así, subraya enfáticamente el componente                           
teórico-económico de este modelo, que se sitúa en el consenso keynesiano de 
postguerra, por el que el desarrollo económico debía equilibrarse en relación al 
pleno empleo y a la justicia. 

Además de las primeras conceptualizaciones y de sus delimitaciones teóricas, 
tras la crisis de los Estados de Bienestar, que dio lugar al predominio de los Estados 
neoliberales a partir de la década de los ochenta del siglo pasado, acabaron 
creándose diferentes perspectivas para la teorización de los Estados de Bienestar. 

Una parte de los autores destacaron la apuesta pública por el gasto social, 
en términos de esfuerzo de un determinado país por la calidad de vida de sus 
ciudadanos (Therborn, 1989). Otros entendieron que el bienestar no debe 
ser considerado solo con criterios cuantitativos sino también en relación con 
cuestiones como el pleno empleo, la universalidad de los programas y los efectos 
redistributivos de sus economías  (Mishra, 2014). También el tipo de intervenciones 
–de políticas públicas– implementadas desde el poder político: intervención en 
la economía, provisión de servicios sociales universales y asistencia social para el 
mantenimiento de un nivel material mínimo (Mishra, 2014). Otros consideraron 
esencial la creación de una red pública de servicios sociales –con especial 
dedicación a la salud y la educación–, la instauración de transferencias sociales 
para el mantenimiento de las rentas, las intervenciones normativas protectoras 
de trabajadores y consumidores, la garantía de trabajo digno y la promoción de 
empleo público (Navarro, 2004, p. 8-12).

De esta forma, la configuración del Estado de Bienestar ha ido evolucionando 
desde un Estado que reconoce y constitucionaliza derechos sociales –el Estado 
social– a un Estado que dirige y regula la actividad económica y conforma un 
entramado axiológico asentado en la lucha contra la desigualdad con el objetivo 
de proporcionar calidad de vida a sus ciudadanos y a la población en general. Así, el 
análisis evolutivo de estos Estados permite concluir que la lucha contra el exceso 
de desigualdad es tanto o más importante que la propia generación de riqueza 
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(Fernández-Álvarez, 2018, p. 897), por cuanto la medición de la riqueza no revela 
el reparto de la misma ni el bienestar general de la población. Es por ello que los 
estudios sobre el bienestar de promoción pública han acabado girando en torno 
a la desigualdad como principal reto de las democracias liberales avanzadas. Aún 
así, aunque ya Marshall colocó a la disminución de la desigualdad como elemento 
esencial del bienestar social (Marshall, 1997), lo cierto es que la incidencia y las 
consecuencias de la persistencia de la desigualdad en los Estados de Bienestar 
actuales continúa apareciendo como una preocupación cardinal de éstos y un reto 
consustancial a todas las estrategias políticas de estos países, como revelan, por 
ejemplo, los objetivos de la Agenda 20305. En este trabajo intentaremos también 
analizar las consecuencias de dicha desigualdad en la calidad democrática de los 
Estados de Bienestar.

En base a lo anterior, convendrá a este estudio fijar teóricamente el concepto 
de calidad democrática de las sociedades contemporáneas. Respecto de ella, y 
aceptando la falta de consenso doctrinal, conviene, ya inicialmente, discernir entre 
calidad de una democracia y nivel de democratización de un régimen político, de 
forma que los exámenes de calidad sólo pueden aplicarse a los estados que disfrutan 
de un grado de democratización mínimo (Barreda, 2011). Sostiene este autor que 
las aproximaciones conceptuales pueden categorizarse en dos grandes grupos, los 
que analizan la calidad de la democracia como conjunto de procedimientos para 
la consecución y el control del poder político, y los que entienden que, además 
del aspecto procedimental, la democracia implica también objetivos y resultados 
que se pretenden alcanzar, tales como el desarrollo económico, la justicia social o 
la igualdad. Interesa a nuestro análisis el segundo de los enfoques que manejan 
específicamente autores como Hagopian (2005), Abente-Brun (2007), Mainwaring 
y Pérez-Liñán (2008) o Morlino (2013), entre otros, o que han manejado más 
genéricamente Bobbio (1993), Przeworski (1995), Rawls (1997), Sen (1998 y 2021), 
Sartori (2007), o Dworkin (2012). 

Centrándonos pues en el cumplimiento de determinados objetivos para evaluar la 
calidad de una democracia Abente-Brun (2007) ha destacado el nivel de modernidad 
de su estructura socioeconómica como variable de medición fundamental. Para 

5 La Agenda 2030 para el desarrollo sostenible es un compromiso global de 193 países, adoptado en 
2015, para desarrollar un plan de acción "a favor de las personas, el planeta y la prosperidad" sobre la 
base de 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible entre los cuales se encuentran, lograr la igualdad entre 
géneros y reducir las desigualdades en la sociedad y entre diferentes países (Gobierno de España, 2024).
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Mainwaring y Pérez-Liñán (2008), sin embargo, el grado de desarrollo económico de 
una sociedad es positivo para la calidad democrática pero su repercusión es moderada. 
En relación con el ámbito económico, otro factor principal al que se atiende para una 
valoración cualitativa es la desigualdad económica. De esta forma, para Hagopian 
una elevada disparidad económica atenta contra la calidad democrática, entre otros 
motivos, porque las élites de sociedades desigualitarias son renuentes a medidas de 
profundización democrática que hagan peligrar su situación privilegiada. Cita este 
autor, expresamente, el caso brasileño, defendiendo que el fracaso de Brasil en la 
garantía de los derechos ciudadanos y el Estado de Derecho es producto de una 
herencia de desigualdad brutal (Hagopian, 2005).

Siguiendo a Barreda (2011), renta per cápita y desigualdad económica 
constituyen los dos primeros determinantes de la calidad democrática, 
específicamente de las sociedades latinoamericanas. También Morlino (2005a; 
2005b; 2009 y 2013) insiste en varias de sus obras en que la calidad de una 
democracia depende de la igualdad en relación a los derechos económicos y 
sociales, a la brecha de ingreso y al bienestar de la población. A este respecto, 
comparando la noción de Morlino con la de Dahl, Maldonado (2016) concluye que 
mientras éste restringe el uso de la noción de igualdad a su dimensión política 
aquél evalúa la igualdad de manera más amplia o extensa, refiriéndose tanto a la 
disminución de disparidades socioeconómicas en una comunidad como a criterios 
de bienestar y calidad de vida.

Sin embargo, desmarcándose de la centralidad de la desigualdad económica, 
Fraser se pronuncia en contra de concebir la justicia desde un prisma eminentemente 
socioeconómico - para el, que la redistribución de la riqueza funciona como el factor 
fundamental de igualdad de la ciudadanía. En este sentido propone incluir en el 
concepto de justicia social dos dimensiones para una valoración correcta de la 
igualdad: el reconocimiento plural de identidades étnicas, raciales, culturales o de 
género; y la  representación  equilibrada de individuos y grupos excluidos o infra 
representados en los niveles de toma de decisiones políticas (Fraser, 2008).

Con todo, si bien no existe una forma absolutamente objetiva de diseñar un 
marco para medir la calidad democrática, según Morlino y Diamond (2004) hay 
ocho variables cualitativas para dimensionar una democracia: la libertad, el estado 
de derecho, la responsabilidad vertical, la capacidad de respuesta, la igualdad, 
la participación, la competencia y la responsabilidad horizontal. Por su parte,  
Bustos-Gisbert (2017) considera que son cinco los grandes elementos de la calidad 
democrática: el sistema electoral, la participación política, la responsabilidad de 
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los gobernantes, la receptibilidad frente a las demandas sociales y la soberanía en 
la toma de decisiones. 

De todas las variables expuestas, y aún aceptando que valoraremos la calidad 
sólo desde un enfoque, manejaremos en este estudio la perspectiva de la desigualdad 
económica en la medida en la que entronca con ese mismo aspecto fundamental 
dentro de los Estados de Bienestar y entendiendo que tal desigualdad, como se ha 
expuesto, supone un elemento substancial tanto respecto de la aptitud democrática 
de un Estado como de su nivel de bienestar.

Finalmente, en la introducción hemos hecho referencia a la existencia de varios 
modelos de Welfare State señalando especialmente al modelo mediterráneo. Se 
trata éste de uno de los cuatro paradigmas desarrollados por la literatura de los 
Estados sociales. Titmuss (1958) estableció, ya a finales de los años cincuenta del 
siglo pasado, tres modelos de Welfare State: el residual, el institucional, y el basado 
en el logro personal y el esfuerzo laboral. Dicha categorización fue desarrollada por 
otros autores como Esping-Andersen en los años noventa, en el llamado “enfoque 
de los regímenes” (Esping-Andersen, 1990), profundizando en los rasgos de cada 
modelo y proponiendo una terminología más apropiada, así el modelo residual fue 
denominado por Esping como liberal – que sería el propio de los países anglosajones 
–, el institucional sería el modelo nórdico o socialdemócrata – más afincado en 
los países del norte de Europa, y el basado en el esfuerzo laboral sería el modelo 
continental o conservador – correspondiente a países del centro de Europa como 
Francia, Alemania, Austria, Bélgica, etc.

Tras la tipología de Esping-Andersen, otros autores como Sarasa y Moreno 
(1995), Ferrera (1998), o Moreno (2001) han diferenciado un cuarto paradigma, el 
mediterráneo o de Europa del Sur en el que han incluido a países como Portugal, 
España o Grecia (y, algunos, Italia). Se caracteriza, este sistema, por un fuerte 
componente familiar dentro de la provisión del bienestar, lo que también implica 
una ingente producción de bienestar realizado por las mujeres desde los espacios 
familiares (López-Viso; Fernández-Álvarez, 2013, p. 924), de forma que la familia 
se constituye como un elemento diferenciador y característico del mismo (Moreno, 
2000). Advierte Moreno (2003a) que el propio Esping-Andersen reconoció que no tuvo 
suficientemente en cuenta los recursos que las familias aportan en los encajes del 
bienestar, motivo por el cual no incluyó este cuarto modelo en su tipología. De esta 
forma, en el mediterráneo, la familia, en lugar de proveer recursos complementarios 
a los del Estado y la sociedad civil, se convierte en soporte fundamental para la 
satisfacción vital de los ciudadanos, permaneciendo, como expone Moreno (2003a), 
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como sólido ámbito de microsolidaridad. Los estados del sur de Europa han redirigido 
hacia las familias y los hogares buena parte de las políticas sociales a fin de aligerar 
el gasto social estatal y la intervención pública del bienestar.

Dentro de este paradigma Moreno (2001) coloca a España como la vía media 
del modelo mediterráneo, en referencia a que participa de rasgos de los otros tres 
modelos incorporando elementos de las tradiciones bismarckiana – como un decisivo 
aporte financiero de carácter contributivo-, ha alcanzado un nivel intermedio de 
desmercantilización y de acceso universal como los países nórdicos, y también 
ha creado amplios espacios de protección social privada que externaliza de la 
responsabilidad pública, y que caracteriza a los países del paradigma liberal.

Interesa también a la cientificidad del trabajo plantear cómo medir el bienestar 
de los países a efectos de determinar, tal y como se enuncia en la segunda hipótesis, 
si la desigualdad es proporcional al bienestar. A este respecto emplearemos 
medidores objetivos sin querer, con ello, restar validez a los subjetivos sobre los 
cuales Villatoro ha realizado un interesante estudio en el que, además de justificar 
su validez científica, analiza las diferentes posiciones históricas en la determinación 
del bienestar, desde el hedonismo de la filosofía clásica, las teorías bienestaristas, 
el enfoque de las preferencias reveladas, la percepción utilitarista, la tesis de las 
preferencias de Rawls o la teoría de las capacidades de Sen (Villatoro, 2012). Con 
todo, consideramos aquí que la exploración y comprobación del nivel de bienestar 
de las sociedades debe construirse sobre criterios objetivos como los fijados por la 
OCDE – OECD por sus siglas en inglés – (2020) o, en España, por el INE (2021). Para 
la OCDE (OECD, 2020) la medición del bienestar de la población se basa actualmente 
en 11 dimensiones: ingresos y riqueza (dentro de la cual desagrega la variable 
de desigualdad); empleo y calidad del mismo; vivienda; salud; conocimientos y 
habilidades; calidad ambiental; equilibrio entre vida personal y laboral; conexiones 
sociales; compromiso cívico; seguridad; y bienestar subjetivo. Por su parte, el 
Instituto de Estadística Español (2024), de forma parecida con el organismo anterior, 
encara la medición multidimensional de la calidad de vida incluyendo un conjunto 
de indicadores agrupados en 9 dimensiones y desagregados según características 
individuales -sexo, edad, tipo de hogar, nivel de renta, nivel de educación, 
nacionalidad, grado de urbanización-: condiciones de vida (condiciones económicas, 
grado de desigualdad entre grupos comparables y seguridad económica); cantidad y 
calidad del empleo; salud; educación; ocio y relaciones sociales; seguridad personal; 



Estado de Bienestar, desigualdad y calidad democrática

Revista Jurídica da Presidência    Brasília    v. 26 n. 139    Maio/Ago. 2024    p. 288-319

302

http://dx.doi.org/10.20499/2236-3645.RJP2024v26e139-3197

gobernanza y derechos básicos (instituciones y servicios públicos); medioambiente; 
satisfacción con la vida.

Existen otros indicadores significativos utilizados en los estudios sobre el 
Welfare: el índice de Desarrollo Humano (IDH), el índice de felicidad mundial (WHI), 
la Huella Ecológica, o el índice de Progreso Real y Genuino (GPI). Tales medidores 
serían adecuados para un estudio más extenso sobre la calidad de los diferentes 
Estados de Bienestar, sin embargo, tal vez desviarían el verdadero foco de nuestra 
reflexión, con lo que seguiremos otros criterios objetivos, más genéricos, como 
los propuestos por Therborn (1984) –solo hay bienestar cuando más de la mitad 
del gasto de un estado está dedicado al bienestar de sus ciudadanos o cuando la 
mayoría de las actividades del Estado se dedican a promover el bienestar social; 
o, más detalladamente, Navarro (2004). Según este autor, para medir el grado de 
desarrollo de un Estado del Bienestar debe ponderarse la cantidad de fondos 
públicos que financian las transferencias, servicios públicos y otras intervenciones 
del Estado para mejorar el bienestar de la población, cantidad medida como 
porcentaje del PIB. También puede determinarse el nivel de desarrollo de los 
servicios del Bienestar que se mide en el porcentaje de población adulta que 
trabaja en tales servicios –sanidad, educación, ayuda a la familia etc. (Navarro, 2004).

En definitiva, si bien uno solo de los indicadores no es suficiente para catalogar 
con exactitud el grado de bienestar o la calidad de un Estado a este respecto, parece 
que la combinación de estos tres factores sirve a buena parte de los autores para 
determinar lo avanzado de un Estado de Bienestar: a) el gasto público social en 
porcentaje del PIB; b) el gasto público social por habitante (en unidades de poder de 
compra que armonizan el coste de la vida de los diferentes países); c) el porcentaje 
de población adulta que trabaja en servicios de bienestar.

Finalmente, además del concepto de Estado de Bienestar y de la calidad 
democrática, en las hipótesis se configura como elemento fundamental el sentido de 
la desigualdad. Sobre ella razonaremos en el siguiente capítulo.

4 Discusión: políticas sociales contra la desigualdad, bienestar y democracia avanzada

Cuando analizamos la importancia, la incidencia y los efectos de la desigualdad 
no podemos obviar la amplitud del concepto y sus diferentes enfoques. Así, la 
desigualdad – o la igualdad –, pueden observarse, en el momento histórico actual, 
desde un punto de vista jurídico – igualdad de derechos –, desde uno social – 
integración o inclusión en la sociedad –, desde una perspectiva económica 
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– diferencias de renta o de capacidad adquisitiva de personas y familias – o 
desde una perspectiva política – igualdad de oportunidades o de recursos 
políticos. No es objeto de este trabajo profundizar en las innegables diferencias y 
consecuencias que surgen de las distintas perspectivas, de forma que utilizaremos 
aquí un concepto genérico de igualdad – o de desigualdad –, que engloba todos 
los enfoques, aún aceptando la crítica de que no deben equipararse y de que un 
análisis completamente científico requeriría de un examen específico de los tipos 
de igualdad en su relación con el objeto de la investigación.

Desde un primer momento hemos mantenido que la desigualdad social incide 
directa y negativamente en la legitimidad del Estado del Bienestar y, por tanto, 
en la calidad democrática de éstos. No en vano la desigualdad constituye una 
preocupación en la práctica totalidad de los estados occidentales porque lo es del 
propio sistema económico imperante en ella. Así, el neoliberalismo predominante ha 
llegado a aceptar que un exceso de igualdad reduce las posibilidades de crecimiento 
económico al impedir un correcto funcionamiento de los principios competitivos 
del mercado, pero que un exceso de desigualdad genera un efecto disruptivo 
en la demanda agregada que acaba por afectar a la oferta y, por tanto, al propio 
funcionamiento de la economía (Fernández-Álvarez, 2018). 

Ahora bien, el verdadero alcance de las políticas para erradicarla o reducirla y 
la centralidad de dicha preocupación dependen, y mucho, de los valores y principios 
de la sociedad y de los elementos que configuren la legitimidad democrática en 
ese país. Así, en sociedades ontológicamente utilitaristas e individualistas – las 
del modelo liberal o anglosajón –, la legitimidad viene dada, además de por el 
correcto funcionamiento de las estructuras de toma y conservación del poder, 
por el progreso económico y las oportunidades en ese ámbito que proporcionan 
los poderes públicos. Sus ciudadanos asocian la legitimidad al hecho de que 
se hagan políticas públicas que mantengan un mercado sano y expansivo en 
el que puedan desarrollarse y crecer. El exceso de desigualdad, como se ha 
dicho, resulta un obstáculo más al normal funcionamiento de la economía pero 
no constituye ningún problema legitimador del poder. Según Menchise et al. 
(2023), en referencia a los Estados Unidos, el presupuesto de que las libertades 
individuales son garantizadas por la libertad de mercado y de comercio es el 
elemento central del pensamiento neoliberal.

En el lado opuesto, sociedades de base idiosincrática comunitarista o igualitaria, 
como los estados nórdicos, mantienen como valor identitario y elemento básico de 
sus contratos sociales el mantenimiento de niveles bajos de desigualdad social y 
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económica (Rubio-Lara, 2013), además de fuertes principios de igualdad legal, de 
género y de participación política. El objetivo de los países que componen este 
modelo es el logro de un bienestar igual mínimo para todos los ciudadanos con 
independencia de su situación social o económica. 

Respecto de los estados que conforman los otros dos paradigmas, el 
continental-conservador y el mediterráneo, es decir, los países del centro y del sur 
de Europa, la preocupación con la desigualdad y los derechos sociales y económicos 
resulta central en sus ordenamientos jurídicos pero no tanto en sus políticas 
públicas, lo que produce importantes diferencias en éstas según el signo político 
del gobierno en cuestión y, por lo tanto, varía en función de la preocupación social 
imperante que se refleja en las urnas. Prácticamente todos los países que forman 
parte de estos modelos presentan problemas estructurales con la desigualdad de 
sus sociedades que se ven agudizados en las coyunturas de recesión económica ya 
que, en esos supuestos, sus recursos -financieros y políticos- se dirigen, en dichas 
circunstancias, a combatir la desaceleración en lugar de propiciar un crecimiento 
sobre niveles de desigualdad bajos. 

Indudablemente, todos ellos se ven afectados por los principios de la Unión 
Europea que también tienen su reflejo en los Tratados europeos –por ejemplo, 
el principio de cohesión económica y social– y en las estrategias políticas, 
pero, nuevamente, la preocupación social y redistributiva de las instituciones 
europeas es accesoria o subsidiaria a los intereses económicos (López-Viso;                                         
Fernández-Álvarez, 2014). Así, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea (2000/C 364/01), de carácter vinculante para los estados europeos, dedica 
su artículo 34 a desarrollar el derecho a las prestaciones de seguridad social y                    
a los servicios sociales, así como la obligación de combatir la exclusión social y la 
pobreza instituyendo el derecho a una ayuda social y a una ayuda de vivienda para 
garantizar una existencia digna, según las modalidades establecidas por el Derecho 
comunitario y las legislaciones y prácticas nacionales. Por su parte, también la Carta 
Social Europea reconoce, en su artículo 30, el derecho a la protección contra la 
pobreza y la exclusión social, obligando a los estados firmantes a adoptar medidas 
en el marco de un planteamiento global y coordinado.

Realizadas las consideraciones anteriores, procede abordar en este punto 
ejemplos de políticas redistributivas con el potencial suficiente para influir en la 
reestructuración de la desigualdad de un país. Retomando la política pública del 
gobierno español, iniciada en 2020, para la instauración del ingreso Mínimo Vital 
(IMV) argumentamos como el momento de su aprobación fue elegido por criterios 
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de oportunidad política, electoral e ideológica. A pesar de haber tenido la coyuntura 
social, económica y política en otros períodos de la democracia española, lo cierto 
es que sólo la presión política de un partido más socialdemócrata que el tradicional 
centro-izquierda español acabó por determinar la implementación de una renta 
básica que, sobrepasando los parcos objetivos de las políticas asistenciales 
–dirigidas a paliar situaciones de emergencia social sin atacar las estructuras 
generadoras de desigualdad y exclusión social–, abordase, con políticas públicas 
teleológicamente orientadas a ello, una verdadera redistribución de la riqueza 
en España. Eso fue posible gracias a la entrada en gobierno de dicho partido 
socialdemócrata por la necesidad de apoyo parlamentario del principal partido 
de centro-izquierda. En base a ello, y a lo señalado en la introducción, podemos 
colegir lógicamente que los hechos y las circunstancias revelan una motivación 
claramente ideológica en la institución del IMV.

Podemos llegar a la misma conclusión si analizamos otra reciente política del 
mismo gobierno mixto que administra España desde el año 2018 hasta a actualidad 
(partido de centro-izquierda en coalición con un partido socialdemócrata más 
puro). Para el año 2018 el Salario Mínimo Interprofesional (en adelante SMI) fue 
fijado por Decreto del Gobierno en 736 € mensuales o 10.304 € anuales (14 pagas 
de 736 €) para la jornada completa de 40 horas semanales. El SMI constituye un 
derecho laboral regulado normativamente y que fija la cuantía retributiva mínima 
que percibirá el trabajador en función de la jornada laboral asignada. El Gobierno 
lo regula anualmente, teniendo en cuenta el índice de Precios al Consumo (IPC), la 
productividad media nacional y la coyuntura económica general. Desde entonces, 
el SMI ha ido incrementándose anualmente en un porcentaje mucho mayor al IPC 
con el objetivo de acercarse al 60% del salario medio español conforme estipula la 
Carta Social Europea. El Real Decreto 145/2024, de 6 de febrero, fijó el SMI para el 
año 2024 en catorce pagas de 1.134€ mensuales (15.876 € anuales), lo que supone 
un incremento del 54% en los últimos seis años (desde 2018). Los augurios de buena 
parte de los economistas dibujaban un panorama desolador con una importante 
subida del desempleo y una enorme repercusión en la inflación. La realidad es que, 
desde que se inició la enérgica subida del SMI, el desempleo se ha reducido desde 
un 16,74% de la población activa en 2018 a un 11,27% a mediados del de 2024 
(INE, 2024). La inflación ha aumentado en España un 3,3% en 2023 pero en menor 
proporción que la media de la Unión Europea – un 3,4% en el mismo período– y 
las previsiones sitúan la inflación en España en el 2,1% para 2025 con idéntica 
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previsión para la media de la UE. Además, en este período, España ha tenido un 
crecimiento económico del 2,5% del PIB en 2023 y un 2,1% previsto para 2024 
mientras la media de la Zona Euro ha sido de 0,4% en 2023 y previsto de 0,8% en 
2024 (Comisión Europea, 2024).

Nuevamente debemos cuestionarnos porqué ha sucedido esta elevación histórica 
del salario mínimo en España que supone un instrumento indispensable para la 
mejora de la calidad de vida de las rentas más bajas y que tiene notorios efectos 
redistributivos. Argumentando de forma similar a lo sucedido con el IMV, debemos 
deducir que también en otros periodos de la democracia española ha surgido la 
coyuntura económica y social para que resultase aconsejable políticamente, y 
necesario socialmente, reducir las diferencias salariales de las rentas más bajas 
con el salario medio. Sin embargo nunca se había verificado este aumento hasta el 
proceso iniciado en 2018. La respuesta solo cabe encontrarla en la presión de un 
partido auténticamente socialdemócrata sobre la parte mayoritaria del gobierno 
(sobre el partido de centro-izquierda), con lo que de nuevo debemos colegir una 
motivación ideológica en la aprobación de esta política pública.

Finalmente, resulta también paradigmático el proceso político, ya convertido 
en Historia, sobre el intento de aprobación de una renta básica en Estados Unidos 
a finales de los años sesenta del siglo pasado. En 1968 un grupo de destacados 
economistas – Paul Samuelson, James Tobin, Kenneth Galbraith, Robert Lampman 
y Harold Watts – encabezaron un manifiesto dirigido al Congreso norteamericano, 
apoyado por 1.200 economistas más, en el que solicitaban del poder legislativo un 
sistema de garantía de renta mínima –una renta básica– para toda la ciudadanía 
justificando que los gastos de su aprobación serían perfectamente soportables 
económica y fiscalmente.

La presión pública provocada por esta declaración, con notable repercusión en 
los medios de comunicación (Bregman, 2017, p. 36), acabó llevando al presidente 
Richard Nixon a presentar en 1969 el PAF (Plan de Asistencia Familiar) que incluía 
el establecimiento de una renta mínima que llegó a aprobada por el Congreso de 
Estados Unidos en dos ocasiones. Nixon calificó esa política pública como “la ley 
social más importante de la historia de nuestra nación” (Nixon, apud Bregman, 2017, 
p. 35). Sin embargo, y a pesar de que las previsiones contaban con su aprobación 
definitiva, la norma fue rechazada hasta en dos ocasiones por el Senado, arguyendo, 
fundamentalmente, la onerosidad excesiva de la política social en cuestión. A pesar 
de que la medida quedó relegada en la agenda pública el plan de renta básica no 
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se desestimó definitivamente hasta que un estudio concluyó, entre otras cuestiones, 
que, en los lugares en donde se había experimentado esta prestación, los divorcios 
habían aumentado un 50%, eclipsando otras conclusiones como el incremento del 
rendimiento educativo o las mejoras en la salud de los ciudadanos.

Una vez más la razón nos lleva a deducir que las decisiones sobre una política 
pública con absoluta y transcendente proyección sobre la desigualdad fue adoptada 
por inspiración ideológica y no por razones técnicas o de posibilidad.

También podríamos realizar el mismo razonamiento y llegar a la misma 
conclusión respecto de programas redistributivos del gobierno brasileño durante 
la etapa de Lula Da Silva, como el Programa Bolsa Familia, los incrementos de los 
salarios mínimos durante este gobierno y las políticas de cuotas que permitieron 
un acceso preferente a las personas negras y mestizas a las universidades públicas 
cuando históricamente fueron excluidas de estas instituciones educativas. La causa 
ideológica de estas políticas, definitivamente pautada por otras motivaciones mucho 
menos igualitarias, puede apreciarse también en otras políticas de este gobierno. 
Así, como colige Piketty (2019, p. 1197), el Partido de los Trabajadores nunca llevó a 
cabo una verdadera reforma fiscal de forma que las políticas redistributivas fueron 
financiadas por las clases medias, no por las más pudientes lo que acabó por no  
transformar la regresividad fiscal estructural brasileña.

Es por todo ello que planteamos al inicio del trabajo, y ahora confirmamos 
argumentadamente, que la desigualdad, causante de una situación de exclusión 
socioeconómica para una parte significativa de la población de estos países, 
es una elección ideológica y política sostenida por el sistema económico, por la 
permisividad ciudadana y por la desatención politológica que, tal vez, no insista 
suficientemente en la trascendencia y el peligro que representa para la legitimidad 
del propio sistema democrático.

En este mismo sentido, Piketty sostiene categóricamente, en base a un profundo 
e intenso estudio científico sobre la historia y el futuro de los diferentes regímenes 
desigualitarios – desde las sociedades esclavistas hasta las recientes sociedades 
liberales, comunistas y socialdemócratas –, que combinó simultáneamente una 
perspectiva económica, social, intelectual y política, la tesis de que la desigualdad 
no es económica ni tecnológica, sino que es ideológica y política (Piketty, 2019, 
p. 32). Es decir, que las ideas y las ideologías son fundamentales en la historia de 
forma que el elemento transformador de las sociedades humanas no es la lucha 
de clases sino la dialéctica ideológica. Son construcciones sociales e históricas que 
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encarnan las creencias que cada sociedad construye sobre la justicia social y la 
justicia económica y, por supuesto, los juicios sobre las relaciones de poder político. 
Como finamente concluye Piketty, las relaciones de fuerza sobre estas cuestiones 
no son solamente materiales, sino que son, sobre todo, intelectuales e ideológicas 
(Piketty, 2019, p. 32). Así, demuestra que el régimen de desigualdades predominante 
desde el siglo XIX hasta la primera Guerra Mundial estuvo asentado en el rechazo a 
los impuestos progresivos (Piketty, 2019, p. 590).

Respecto de la repercusión que dicha conclusión está teniendo en la legitimidad 
de las democracias actuales, el sociólogo Manuel Castells alerta de las causas y 
consecuencias del distanciamiento definitivo entre ciudadanos y gobiernos que 
está provocando una crisis, quizás definitiva, de la democracia liberal. Una crisis de 
legitimidad política debido a un sentimiento de falta de representación en lo que él 
describe como “autodestrucción de la legitimidad institucional por parte del proceso 
político” (Castells, 2017, p. 26). Castells advierte de que para aumentar la capacidad 
competitiva de sus países se había creado una nueva forma de Estado, el Estado 
red, de forma que, a partir de la articulación institucional de los Estados nacionales, 
estos se convirtieron en nodos de una red supranacional para que ceden soberanía 
a cambio de una participación en la gestión de la globalización. El Estado nación se 
distancia de la nación que representa – con la consiguiente crisis de legitimación –, 
porque la crisis de representación de intereses se combina con la crisis de identidad, 
como resultado de la globalización.

Es por ello que, en función de la necesaria legitimidad de nuestras sociedades, 
debemos plantearnos si existe el deber moral y jurídico de que el Estado redistribuya 
la riqueza de su población a través de las políticas sociales y hasta que punto debe 
llegar esa redistribución. No se trata de solidaridad sino de justicia. La cuestión 
no es si la sociedad debe ser solidaria con los desfavorecidos sino si es justo que 
el Estado obligue con sus políticas a repartir la riqueza de forma más comunitaria 
y menos individualista. Consideramos que sí, que los Estados de Bienestar tienen 
el deber de establecer mecanismos políticos y legales de justicia distributiva. 
Entendemos que sus principios constitucionales obligan a ello. Para otro estudio 
quedará la determinación exacta de las políticas que los poderes públicos                                                                                                                                
tienen que implementar y las normas que los representantes políticos tienen que 
aprobar para crear un sistema socioeconómico justo.

Y es que, como apunta Moreno (2003a) ya Marshall en los años cincuenta 
consideraba esencial para la ciudadanía social la implementación de políticas 
públicas sociales, ya que sus efectos producirían comunidades más cohesionadas 
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y un enriquecimiento de la vida civilizada. Entendía que las políticas sociales no 
eliminarían la desigualdad, pero sí procurarían una mayor nivelación de recursos 
entre las clases, facilitando, además la igualdad de oportunidades.

Además de lo anterior, partíamos al inicio de la idea de que el bienestar 
y la calidad democrática de una sociedad tienen que ver con la desigualdad 
presente en ella. En concreto, manteníamos como hipótesis que la desigualdad 
es proporcional al bienestar y la calidad democrática. Cuanto mayor es aquélla, 
menores son estos y viceversa, cuanto menor es la desigualdad, más democrático 
es un país y mejor calidad de vida posee. Tras un análisis que, se advierte, no 
resulta exhaustivo por las limitaciones de este estudio, de los datos de desigualdad 
de ciertos países, paradigmáticos para nuestra reflexión, podemos establecer 
razonablemente la correlación contenida en la hipótesis: los países más desiguales 
tienen menor bienestar y peor calidad democrática, y viceversa, aunque la hipótesis 
no se cumple íntegramente porque la correlación entre las variables no es                                                  
estrictamente proporcional.

Así, la desigualdad, analizada a través del coeficiente de Gini – que mide la 
proporción de ingresos de un país entre el quintil más pobre y el más rico –, arroja 
que los países más desiguales de las democracias liberales occidentales son los 
de América del Sur, superando todos una proporción de más de 40 puntos en ese 
coeficiente y con especial indicación de Brasil (52,9) y Estados Unidos con una 
puntuación en desigualdad muy cercana a los anteriores (39,8). Los países nórdicos, 
todos entre los quince países menos desiguales, se sitúan por debajo del umbral de 
los 30 puntos (Banco Mundial, 2021). De igual forma, el órgano estadístico oficial 
de la Unión Europea (EUROSTAT, 2024) sitúa la media de desigualdad de la UE-27 
en 29,6 puntos. Los países nórdicos se ubican, destacadamente, por debajo de la 
media europea – Noruega (24,7), Islandia (24), Dinamarca (28,2), Finlandia (26,6) y 
Suecia (29,5). España, paradigma del modelo mediterráneo, se sitúa por encima de 
la media si bien parece que las políticas sociales de los últimos años, con especial 
impacto de las dos analizadas en este trabajo, han reducido considerablemente la 
desigualdad: pasando de 33 puntos en 2021 a 31,5 en 2023, siendo las previsiones 
aún mejores para los dos próximos años en que se percibirá más la incidencia del 
IMV y de la subida del SMI.

Si tomamos como registro de la desigualdad el índice de Theil, conforme a 
los datos ofrecidos por el Banco Mundial, los países marcadamente liberales en 
su provisión del bienestar prácticamente doblan –en el caso de Brasil triplican– la 
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desigualdad constatada en los países nórdicos: Brasil tiene una puntuación de 
55,18; Estados Unidos de 28,85; y Argentina de 28,58, entre otros países; mientras 
Noruega obtiene 15,04 puntos; Islandia 13,31; Dinamarca 17,13; Finlandia 14,76; y 
Suecia 17,42. España, por su parte, arroja un resultado moderador en relación a este 
índice: 19,62 (World Bank, 2021).

Respecto de la medición del bienestar, o de la calidad del mismo, realizado con 
los parámetros establecidos anteriormente, el IMF – FMI en español – destaca que 
existe un amplio elenco de fuentes para medir el gasto social citando y ofreciendo 
enlaces del propio FMI, de la ONU, del Banco mundial y de la OCDE (IMF, 2024). 
Según la OCDE el gasto social en porcentaje del PIB se situó, en 2022, en un 31% en 
el caso de Finlandia, un 29,35% para Dinamarca, un 28,16% en Noruega y un 25,86% 
en el estado sueco. EEUU obtuvo un porcentaje del 23,94%, siendo además que la 
mayor parte del gasto social estadounidense se dedica a las políticas de emergencia 
social –políticas asistenciales– que, como se ha indicado, no promueven la remoción 
de las estructuras de la desigualdad ni de la exclusión social. La media de la OCDE 
es de un 21,09% (OECD, 2023). Por su parte Levy (2023, p. 6) sitúa el gasto social 
público español en un 23%. Los datos de gasto público social en Brasil se sitúan en 
un exiguo 14,3% del PIB para el año 2018 (CEPAL, 2021).

Dentro de este criterio para medir la calidad del bienestar de un país, también 
son muy significativos los datos de gasto en protección social en porcentaje del 
gasto público total de los países referidos. Mientras Finlandia (IMF, 2022) consume 
un 45,13% de su gasto público en políticas de protección social – pilar fundamental 
del Estado de Bienestar –, Noruega gasta un 37,39% del suyo, Dinamarca un 42,12%, 
Suecia un 37,72%, y España un 40,25%. Estados Unidos – con datos de 2020 – gasta 
sólo un 25,45% de su gasto público total en protección social de sus ciudadanos 
(IMF, 2022). El Fondo Monetario Internacional no dispone de datos relativos a esta 
cuestión de los países suramericanos.

Además, resulta un criterio cada vez más recurrente combinar los datos de gasto 
social de los países con los de la población que trabaja en servicios dirigidos a 
mejorar el bienestar de los ciudadanos. En un estudio que ofrece datos ya poco 
actualizados Navarro (2010), señalaba que España tenía 10,26% de la población 
activa trabajando en los servicios del Estado del Bienestar, mientras que en la                  
UE-15 era de un 15,01% y en Suecia de un 23,75%. En esa misma publicación 
también apuntaba a un gasto público en protección social, como porcentaje del PIB, 
de un 21% para España, un 21% para la media de la UE-15 y un 27% para Suecia. Por 
su parte, la EUROSTAT (2024) apunta a que la proporción de personas empleadas 
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en el sector gubernamental en 2020 varió considerablemente entre los Estados 
miembros, observándose las proporciones más altas en Noruega (31% del empleo 
total), Suecia (29%), Dinamarca (28%) y Finlandia (25%). España no supera el 16%, 
que es el mismo porcentaje de la media de la UE-27. Los datos son similares a los 
de la OCDE (OECD, 2020) para el año 2019, siendo la media del 17,91% del total de 
los empleados de las naciones miembros. Nuevamente los cinco estados nórdicos 
ocupan las primeras posiciones: Noruega 30,69%, Suecia 28,66%, Dinamarca 27,61%, 
Islandia 24,95%, Finlandia 24,24%, seguidos de lejos por Francia 21,23%. España se 
queda en un 15,58%, y Estados Unidos en un 14,91%, aproximadamente la mitad de 
los primeros Estados de Bienestar socialdemócratas. En Brasil, el Instituto de Pesquisa 
Econômica Aplicada publica que sólo el 12,45% del total de trabajadores brasileños 
son empleados públicos, situando a Estados Unidos, paradigma de promoción del 
sector privado, en un 13,55% y a Chile en el 13,10%. El IPEA revela que, en Noruega 
y Suecia, los funcionarios representan el 30,22% y el 29,28% de los trabajadores, 
respectivamente, confirmando los datos citados anteriormente (Brasil, 2023). Cierto 
es que estos datos refieren el volumen de funcionarios públicos total, sin especificar 
a los que trabajan en el sector de las políticas sociales, pero, sin duda, parece lo más 
lógico establecer una correspondencia entre el todo y la parte.

En lo referente a la calidad democrática, un departamento especializado de la 
prestigioso grupo The Economist sitúa como democracias plenas con puntuación 
superior al nueve en una escala de diez a todos los países del modelo de bienestar 
nórdico – Noruega (9,8), Suecia (9,4), Islandia (9,4), Dinamarca (9,3), Finlandia (9,3) 
–, siendo que estos países se mantienen en esa calificación ininterrumpidamente 
desde el año 2006, solamente acompañados en esta puntuación superior por 
Nueva Zelanda (9,6) y Suiza (9,1)6. Por su parte, países, o regiones supranacionales, 
con marcada desigualdad, algunos de los cuales podrían considerarse Estados de 
Bienestar, mantienen una calidad democrática considerablemente inferior: América 
del Sur en su conjunto obtiene una puntuación de 6,11; Argentina (6,62); Brasil 
(6,68) -ambos países en franco retroceso democrático en los últimos años en los que, 
además, se aprecia un considerable aumento de la desigualdad-; América del Norte 
(5,67); y Estados Unidos (7,8), con una puntuación más baja que cualquiera de los 
países de la Unión Europea occidental (la llamada UE-15) – entre otros, Holanda (9), 

6  Índice basado en cinco categorías: proceso electoral y pluralismo político, funcionamiento del Gobierno, 
participación política, cultura política y libertades civiles.
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Alemania (8,8), Francia (8,1), Reino Unido (8,3), España (8,1), Grecia (8,1) – (Economist 
Intelligence Unit, 2023).

En función de todo lo expuesto podemos extraer ya las conclusiones de                
esta investigación. 

5 Conclusión 

En el presente estudio hemos querido realizar un discurso teórico sobre la 
importancia de las políticas contra la desigualdad como elemento sustancial del 
bienestar de un Estado y de la calidad democrática del mismo. 

Partiendo de dos hipótesis concretas nos habíamos propuesto identificar las 
motivaciones de las políticas sociales en las democracias liberales y teorizar sobre 
los valores y principios que deben regir la elaboración de estas políticas públicas 
en los Estados de Bienestar avanzados.

Respecto de la primera hipótesis –la desigualdad es una opción ideológica y las 
democracias liberales tienen la culpa y la responsabilidad de hacer políticas para 
su eliminación– entendemos que se ha visto refrendada por el análisis realizado. 
Consideramos probado, a través del estudio razonado de varias políticas públicas 
paradigmáticas en España, EEUU y Brasil, que la causa de la aprobación de dichas 
políticas sociales siguió un patrón ideológico y no criterios técnicos, axiológicos o de 
responsabilidad constitucional. En función de lo paradigmático de dichas políticas 
extraemos la conclusión, que confirma la hipótesis señalada, de que existen los 
suficientes medios jurídicos, políticos, económicos y técnicos para aprobar políticas 
públicas con impacto decisivo sobre la desigualdad en todos los Estados de Bienestar 
y que, si éstas no se implementan, se debe a cuestiones ideológicas relacionadas con el 
modelo socioeconómico imperante. Señalamos categóricamente que la desigualdad, 
causante de la exclusión socioeconómica de una parte significativa de la población 
de las democracias liberales, es una elección ideológica y política sostenida por el 
sistema económico, por la permisividad ciudadana y por la desatención politológica 
que, tal vez, no alerta suficientemente del peligro que representa esta desigualdad 
para la legitimidad del propio sistema democrático.

Revisando la segunda hipótesis formulada -el bienestar democrático de las 
sociedades es directamente proporcional al nivel de desigualdad presente en                                                        
ellas- podemos también confirmarla razonablemente en base a los datos 
contrastados que hemos ofrecido sobre la calidad de los Estados de Bienestar 
más igualitarios y los que padecen más desigualdad y sobre la calidad de las 
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democracias de todos ellos. Con el análisis de tales datos concluimos que los 
países más desiguales tienen menor bienestar y peor calidad democrática, y 
recíprocamente, los estados con menos desigualdad son también aquellos con 
mejores estándares democráticos, si bien la hipótesis no se cumple íntegramente 
porque la correlación entre las variables no es estrictamente proporcional.

Como consecuencia de lo anterior afirmamos también que existe el deber 
político, jurídico-constitucional y moral de que las democracias liberales, quieran o 
no convertirse en Estados de Bienestar avanzados, redistribuyan la riqueza de sus 
sociedades, ocupándose de la calidad de vida de sus ciudadanos, y estableciendo 
mecanismos políticos -políticas públicas- y legales de justicia distributiva. Y todo 
ello porque consideramos que la riqueza de la que disfrutan las clases abastadas 
deriva del propio modelo social y constitucional y no es una consecuencia exclusiva 
de sus méritos. Su prosperidad es producto y consecuencia de la instauración de 
un Estado Social y Democrático de Derecho, con todas las implicaciones de este 
concepto, y con la consiguiente disposición de un sistema de bienestar que apoya 
políticas favorables a la demanda, que otorga democracia y seguridad pública, que 
apoya políticas contra la desigualdad y que brinda capacidad de consumo suficiente 
a todos los ciudadanos para que el sistema siga progresando económicamente.
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